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Cuando el 7 de febrero de 1992 los países miembros de 
la Comunidad Europea (CE) firmaron el Tratado de la Unión 
Europea (TUE), acordado previamente en el Consejo Europeo 
reunido en Maastricht el11 de diciembre de 1991, sin duda se 
estaba produciendo un paso fundamental en el proceso de 
integración europea. El TUE surgía como resultado, entre 
otros orígenes, de: 
a) Las disposiciones adoptadas en el Acta Única Europea 
(AUE), que entró en vigor el 1 de enero de 1987, donde se 
estahlecían: la realización de un Mercado Interior Unico que 
permitiera la libre movilidad de mercancías, capitales y per-
sonas; la profundización en el proceso de estabilización de los 
tipos de cambio entre las monedas europeas; y determinadas 
cuestiones sobre la cohesión económica y sociaP. 
b) Las propuestas que, con el objetivo de conseguir la 
Unión Económica y Monetaria, desarrollaba el < Informe del 
Comité Delors», aprobado en el Consejo Europeo de Madrid 
en junio de 1989. 
c) Las diversas proposiciones que se presentaron, en 
diferentes reuniones del Consejo Europeo, entre 1984 y 1991, 
tanto por parte de la Comisión como de los distintos Gobiernos 
de los países comunitarios, en torno a la consecución futura 
de la Unión Económica y Monetaria. 
El Tratado constituye, a nuestro juicio, un documento de 
primera magnitud en el proceso de integración europea, a 
pesar de sus insuficiencias, asimetrías y contradicciones, como 
posteriormente tendremos ocasión de comentar desde el punto 
de vista económico. Hemos de añadir que, si bien consideramos 
el Tratado de la Unión Europea como un acuerdo fundamen-
tal, éste no tiene el carácter de documento último, ni definitivo, 
puesto que el proceso de integración económica no está 
totalmente configurado y por lo tanto contin úa abierto, tal y 
como los acontecimientos posteriores han puesto en eviden-
cia, y como el mismo Tratado permite prever al establecer la 
posibilidad de su revisión en 1996. 
De acuerdo con las condiciones establecidas en el Tra-
tado, durante el primer trimestre de 1992 el Gobierno español 
presentaba a las Cortes y a la CE el denominado "Plan de 
Convergencia » (PC). En este documento se describían las 
políticas económicas que el Gobierno pretendía realizar con el 
fin de posibilitar que la economía española fuera reduciendo 
progresivamente determinados desequilibrios macroeconó-
micos y, de esta forma, conseguir que estuviera en condiciones 
de cumplir en 1996 los requisitos establecidos en el TUE para 
poder integrarse en la fase final de la Unión Económica y 
Monetaria (UEM). 
A nuestro juicio, el objetivo primordial del Plan parecía 
claro: cumplir las condiciones de convergencia establecidas en 
elTUE. Sin embargo,a nuestro entender, hubiera sido deseable 
que la finalidad del mismo fuera más ambiciosa, de manera 
que dicho documento supusiera la realización de un programa 
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completo y coherente sobre las diversas políticas eco-
nómicas instrumentales y sectoriales a aplicar en la 
economía española durante el próximo quinquenioZ. 
El presente escrito pretende ana lizar, desde el 
punto de vista económico, algunas de las características 
y limitaciones que pueden observarse en los dos textos 
mencionados, desde una óptica europeísta, pero que 
pretendemos no sea «triunfalista », es decir, desde una 
visión que esperamos críticamente constructiva. 
El Tratado de la Unión Europea y la Unión 
Económica y Monetaria: ¿la construcción euro-
pea frente a los intereses nacionales? ¿estabilidad 
monetaria frente a cohesión económica y social? 
1. Los antecedentes: la lógica del proceso. 
El TVE, como citábamos anteriormente, recogía 
las propuestas establecidas en el AUE del 1986 sobre la 
creación de un Mercado Interior Único y la realización 
de la Unión Económica y MonetariaJ • El TVE repre-
sentaba la apert~ra de una nueva fase en el proceso de 
integración europea que se ha ido realizando de forma 
continuada por medio del consenso entre los Estados 
integrantes de la CE, a través de sucesivas fases o 
etapas, desde la firma del Tratado de Roma en 
1957. 
"ElTIJE 
representaba la En la primera etapa del proceso 
de integración (1958-1968), se 
consigu ió la unión aduanera, 
con la desaparición de los 
aranceles y el establecimiento 
apertura de una 




de la Tarifa Exterior Común. Aun-
que el éxito inicial fue notable, en 
aquella época aún se estaba lejos de alcanzar 
el Mercado Común Europeo, puesto que 
existían toda una serie de obstáculos no arance-
larios que impedían de (acto la libre movilidad de las 
mercancías, los capitales y las personas en el territorio de 
la CE: a) estaba vigente todo un conjunto de barreras no 
arancelarias (administrativas, técnicas y fiscales) que 
obstaculizaban la libre circu lación de mercancías; b) los 
suministros y servicios al sector público quedaban al 
margen de la liberalización acordada, al igual que la 
prestación de servicios en la banca, los transportes, los 
seguros y la distribución; y e) quedaban pendientes de 
realizartareas de reconocimiento de títulos y condiciones 
de acceso a las profesiones, de legislación sobre socieda-
des, de armonización fiscal y sobre la libertad de los 
circulación de los capitales. 
Ciertamente, la unión aduanera había abierto las 
puertas al proceso de integración comunitaria, pero se 
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tenían que continuar desarrollando las medidas que 
permitieran conseguir en el futuro el Mercado Común 
Europeo, hecho que no se alcanzaría plenamente hasta 
el año 1993 con la implantación del «Mercado Inte-
rior ». En consecuencia, podemos considerar los años 
transcurridos entre 1968 y 1992 como la segunda fase 
del proceso de integración europea cuando se fueron 
configurando los acuerdos necesarios para construir 
progresivamente el Mercado Único Europe04• 
El impulso definitivo para conseguir el Mercado 
Único provino de la aprobación en 1986 del Acta Única 
Europea (AUE), que entró en vigor elIde enero de 
1987. En ella se hallaban los mecanismos lega les 
necesarios para la construcción del Mercado Común: se 
definía el mercado interior, se fijaba el plazo para su 
realización (31/12/92) y se enumeraban las acciones a 
desarrollar en orden a su consecución (artículo 13 de la 
AUE) . 
Previamente a la aprobación del AUE, la Comisión 
había elaborado y aprobado en 1985 el Libro Blanco, 
documento en el que se dictaminaban las 283 disposi-
ciones que debían ser realizadas para poder configurar 
el Mercado ÚnicoS. En definitiva, el Libro Blanco y el 
AUE permitieron avanzar en la construcción del Mer-
cado Común de forma que, aunque en la fecha prevista 
del 1 de enero de 1993 aún quedaban pendientes de 
aprobar algunas disposiciones y, por otra parte, la 
transposición de las medidas acordadas a las legislaciones 
nacionales alcanzaba únicamente en torno al 80-85% 
del total, en la actualidad estamos en condiciones de 
poder afirma r que el Mercado Único para las mercan-
cías, los establecimientos y los capitales será una rea li -
dad en el presente año 1993. 
Queda por acordar la libre movilidad de las per-
sonas, cuestión que no había sido incluida en el Libro 
Blanco. Sobre este tema se han realizado diversos 
acuerdos entre la mayoría de los países comunitarios, de 
manera que es de esperar que la libre circulación de las 
personas también entre en vigor próximamente. 
Con la realización del Mercado Único los diversos 
países que conforman la CE estarán en condiciones de 
obtener los beneficios que la teoría económica de la 
integración preve para los procesos de unión económi-
ca, y que diversos informes de la Comisión Europea 
habían tratado de cuantificar, especia lmente el denomi-
nado < Informe Cecchini " (Comisión, 1988; Padoa-
Schioppa, 1987). 
La teoría económica analiza los beneficios y las 
desventajas que se obtienen mediante los procesos de 
integración económica y determina para el caso de la 
Unión Aduanera (e li minación de aranceles y estableci-
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miento de la ta ri fa exterio r común ), que los países que 
la fo rman se verán beneficiados po r la desaparición de 
las ba rreras a rancelarias, puesto que el hecho anterio r 
les permitirá sustituir producciones naciona les po r im-
portaciones más ba ratas procedentes de los países de la 
un ión (efecto creación de comercio). La unión, a su vez, 
podrá también comportar desventajas, puesto que se 
sustituirán bienes y servicios antes importados de 
terceros pa íses po r otras merca ncías más caras proce-
dentes de los Estados de la unión (efecto desv iación de 
comercio). Teniendo en cuenta las dos cuestiones an-
teriores, los beneficios de la un ión apa recerán como 
resultante de la di fe rencia entre los efectos de creación 
de comercio y los efectos de desviación comercial. 
Las venta jas que preve la teoría económica aún 
resultan mayores en el caso de la creación de un mercado 
común (en el que exista li bre movilidad de mercancías, 
ca pita les y personas), donde los beneficios se producen 
principa lmente como consecuencia del incremento de 
las dimensiones del mercado, ya que este fenó meno 
impulsa: el aumento del tamaño de las empresas (generan-
do por este hecho economías de esca la en la producción 
yen la distri bución comercial), una mejo r as ignación de 
los fac to res de producción, un incremento del nivel de 
competencia, mayores posi bilidades de, innovación e 
investigación y, fina lmente, un aumentd en la diferen-
ciación de los productos de forma que se pueda respon-
der a las ex igencias crecientes de los consumidores . 
Como mencioná bamos anteriormente, el <<In fo r-
me Cecchini » trató de cuanti fica r las ventajas que 
reportaría pa ra la Comun idad Europea la consecución 
del Mercado Único, estableciendo a medio plazo unos 
beneficios que a ni vel macroeconómico y para el con-
junto de la CE estima ba en: a) un incremento en las tasas 
de crecim iento del Producto Interio r Bruto (PIB ) del 
4,5 % , b) una disminución de los precios al consumidor 
en un promedio del 6, 1 %, c) una mejora en los déficits 
públicos equiva lente a l 2,2 % del PIB, yen las cuentas 
exteriores de la CE en un 1 % del PIB, y d ) la creación de 
1,8 millones de nuevos puestos de tra bajo y una reducción 
de la tasa de pa ro comuni taria en 1,5 puntos. 
La rea lización del Mercado Único permitirá a los 
pa íses de la CE obtener a medio plazo las venta jas 
prev istas po r los estudios anteriores. Ahora bien, la 
profundización del proceso de integración europea, con 
elc recimiento de los intercambios de merca ncía ,capita-
les y personas, requiere ta mbién la existencia de un 
determinado grado de estabilidad en los tipos de cambio 
de las monedas comunita rias de fo rma que se reduzca, 
en la med ida de lo posible, el denominado riesgo 
cambiario, y a la la rga se establezcan las condiciones 
macroeconómicas que posi biliten la creación de una 
moneda europea única. En definiti va, el proceso de 
integración europeo se vería potenciado si a los progresos 
en la consecución del Mercado Interior se les añadieran 
las condiciones pa ra logra r la UEM. 
El ámbi to de los acuerdos moneta rios europeos se 
inició en 1972 con la creación de la denominada «ser-
piente moneta ria europea », pero sería en el año 1978 
cuando se efectuó un paso decisivo a l acorda rse los 
mecanismos del Sistema Moneta rio Europeo (SME), 
estableciendo los procedimientos necesarios pa ra limi-
tar las fluc tuaciones cambia rias y creando, a la vez, una 
moneda que ejerciera las funciones de unidad de cuenta 
común: el ECU (Unidad de Cuenta Europea). Ahora 
bien, la esta bilidad de los tipos de cambio entre las 
monedas com un itarias implica ba, por las razones que 
expondremos a continuación, la necesidad de coordina r 
adecuadamente las po líticas moneta rias y, en general, 
las políticas macroeconómicas de los países de la CE. 
Efectivamente, entre las diversas varia bles que 
inciden sobre las cotizaciones de las monedas podemos 
destacar: las expectativas y los tipos de interés a corto 
plazo, los sa ldos de las ba lanzas exterio res a medio 
plazo, y los nive les de inflación a la rgo térmi no. En 
consecuencia, si el o bjetivo era conseguir unas cotiza-
ciones estables entre las monedas europeas, resulta ba 
necesario coordinar las po líticas económicas de manera 
que los distintos pa íses de la CE convergieran en unos 
tipos de interés e inflación simila res y en unas cuentas 
exteriores equili bradas. 
Desafortu nadamente, los logros obten idos en la 
coordinación de las políticas económicas no fueron muy 
amplios, ya que la d iversidad de las economías comu-
nita rias en sus niveles de desa rro llo y equilibrios 
macroeconómicos obligaron a rea lizar políticas econó-
micas naciona les no siempre convergentes. El resultado 
fue que la fa lta de coordinación entre las diversas 
po líticas económicas de los países comunita rios impidió 
conseguir que las va riables que incidían sobre los ti pos 
de cambio (i nflación, ti pos de interés, sa ldos exteriores) 
observaran niveles si milares en los d istintos países de la 
CE. No obstante, a pesa r de las numerosas dificultades 
existentes pa ra su consecución, la UEM era sin duda el 
complemento necesa rio pa ra el Mercado Interior Único 
si se deseaba avanza r en el proceso de integración. 
Precisamente, conseguir la UEM sería el o bjetivo de la 
tercera fase del proceso de integración europeo. 
2. La tercera etapa del proceso de integración: los 
acuerdos del T ratado de la Unión Europea. 
El TUE, aprobado en diciembre de 1991, recogien-
do las propuestas del AUE, del Informe del Comité 
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Delors y de diferentes documentos presentados en dis-
tintas reuniones comunitarias (EER, 1991), desarrolla-
ba las disposiciones necesarias para conseguir la UEM 
en tres etapas, la tercera de las cuales se iniciaría en el 
período de tiempo comprendido entre el1 de enero de 
1997 y el inicio de 1999. El Tratado, con el objetivo de 
estabilizar las cotizaciones entre las monedas comuni-
tarias y posteriormente sustituirlas porel ECU, establecía 
los siguientes acuerdos: 
a) En primer lugar definía las tareas a realizar en 
cada una de las tres etapas de la UEM. 
b) Con el objetivo de alcanzar un buen nivel de 
coordinación entre las políticas económicas: determi-
naba las medidas a efectuar en cada fase en cuanto a los 
aspectos monetarios, fiscales, presupuestarios y 
cambiarios, definía los índices de convergencia que los 
países habrán de obtener si desean pasar a la tercera fase 
de la UEM, y configuraba los organismos comunitarios 
encargados de efectuar la coordinación de las políticas 
nacionales, la realización de propuestas, la supervisión 
y, en su caso, ejecución de los acuerdos y disposiciones. 
c) Ampliaba el campo de las políticas comunitarias 
a los ámbitos siguientes: industria, sanidad, cultura y 
educación, protección de los consumjdores, política 
social y medio ambiente (artículo 3 del TUE). 
La primera etapa para conseguir la 
UEM, se consideraba ya iniciada el 1 
de julio de 1990 con la implanta-
ción de la libertad de movi-






mientos de capital y durará 
hasta el 31 de diciembre de 
1993. En esta primera fase se preve 
realizar: el total desarrollo del Mercado 
Único, la ratificación del TUE por los 
djferentes países comunitarios y, finalmente, 
los diversos Estados de la CE deberán redactar y 
presentar programas de convergencia económica y 
monetaria. Estos programas habrán de configurar las 
medidas necesarias para conseguir en cada país deter-
minados objetivos macroeconómicos, especialmente es-
tabilidad de precios y solvencia de las finanzas públicas, 
y en segundo lugar, alcanzar el Mercado Únic06. La 
obtención de los objetivos anteriores facilitará la esta-
bilidad de los tipos de cambio y con ello el progreso 
hacia la Unión Económica y Monetaria. 
La segunda fase, que comenzará en 1994, se 
considera una etapa de transición hacia el tercer y último 
período de la Unión Económica y Monetaria, cuando se 
creará el Instituto Monetario Europeo (IME), organis-
mo encargado de evaluar las actividades monetarias y 
financieras de los diversos países comunitarios. Asimis-
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mo, el IME supervisará el funcionamiento del SME y 
elaborará los instrumentos y procedimientos necesarios 
para posibilitar la aplicación de la política monetaria 
única en la tercera fase. Con el objetivo de conseguir la 
estabilidad de precios y garantizar un comportamiento 
no inflacionario de las finanzas públicas, en esta segun-
da etapa se evitarán los déficits públicos excesivos y 
estarán prohibidos tanto el financiamiento monetario 
de los citados déficits por parte de los Bancos Centrales, 
como el acceso privilegiado de los poderes públicos a los 
mercados de capitales. Además, durante este período se 
dispondrá legalmente la independencia de los bancos 
centrales nacionales respecto a los poderes públicos de 
cada país. A lo largo de esta fase, los países que deseen 
incorporarse a partir de 1997 a la última etapa de la 
UEM deberán integrarse en la banda estrecha del SME, 
durante un período mínimo de dos años, y cumplir las 
denominadas condiciones de convergencia7 antes de su 
acceso a dicha etapa final. 
La tercera etapa de la UEM se iniciará a partir del 
1 de enero de 1997, siempre que una mayoría de los 
Estados miembros haya alcanzado los equilibrios 
macroeconómicos necesarios (condiciones de conver-
gencia) para la adopción de la moneda única y, en 
cualquier caso, antes del 1 de enero de 1999. En este 
período se establecerán los tipos de cambio fijos de las 
monedas com unita rias y se creará la moneda común con 
derecho propio, el ECU. Asimismo, en este período se 
creará el Sistema Europeo de Bancos Centrales (SEBC), 
integrado por el Banco Central Europeo y los bancos 
centrales nacionales, sistema que será independiente de 
los poderes públicos. El SEBC tendrá como objetivo 
prioritario la estabilidad de los precios y sus tareas 
principales serán las de realizar las políticas monetarias 
y de tipo de cambio de la CE, así como la gestión de las 
reservas comunitarias. El Banco Central Europeo po-
seerá el derecho exclusivo de autorizar la emisión de 
billetes en la CE. 
3. La valoración del TUE: sus limitaciones. 
En primer lugar debemos constatar que el TUE es 
el resultado de un amplio y complejo proceso de deli-
beración entre los países comunitarios y, en consecuen-
cia, en sus páginas se hallan recogidas filosofías eco-
nómicas de djstinto signo y propuestas que responden a 
intereses políticos nacionales divergentes. 
Las diferencias anteriores pueden observarse con-
sultando los diversos proyectos y documentos presenta-
dos por los Estados de la CEen el período comprendido 
entre la aprobación del Informe Delors (junio de 1989) 
yel acuerdo sobre el Tratado (diciembre de 1991). En las 
citadas propuestas es posible contemplar distintos enfo-
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ques económicos y actitudes políticas que oscilan desde 
la consideración del mercado como único regulador del 
proceso de integración, hasta puntos de vista partida-
rios de intervenciones públicas que ordenen el proceso 
y lo reequilibren sectorial, regional y socialmente. En 
otra línea de trabajo, en los documentos analizados, 
podemos hallar desde posiciones federalistas que atri-
buyen mayores poderes a las instituciones europeas, 
hasta las que defienden el principio de subsidiariedad 
para las decisiones comunitarias8• 
En consecuencia, el TUE no es un documento 
fundamentado únicamente en criterios científicos, co-
herente entre sus diversas partes y desprovisto de inte-
reses, sino que hemos de observarlo como lo que es, un 
instrumento importante para impulsar el proceso de 
integración, pero a sabiendas de que se trata del fruto de 
un proceso negociador, por lo que en sus páginas 
pueden hallarse contradicciones e insuficiencias. Pre-
cisamente, el hecho de ser el resultado de un proceso 
negociador confiere al Tratado sus limitaciones, pero 
también le otorga su viabi lidad política. 
En definitiva, el TUE surge como punto de inflexión 
fundamental en el proceso de construcción europea . Se 
trata de un documento principal, pero no definitivo ni 
totalmente configurado, por lo que debería ser suscep-
tible de modificación de acuerdo con la evolución de la 
realidad europea, posibilidad que el mismo Tratado 
contempla al establecer su revisión en 1996. 
En segundo término, hemos de considerar el hecho 
de que la diversidad económica y política de la CE 
complica y dificulta el logro de la UEM. Ciertamente, las 
economías de los países comunitarios son diferentes en 
los niveles de desarrollo conseguidos y en sus equilibrios 
macroeconómicos medidos a través de sus índices de 
precios, de paro y de equilibrio exterior, a los que 
podríamos añadir el grado de equilibrio alcanzado en 
las finanzas públicas. 
En definitiva, si observamos las distintas econo-
mías nacionales de la CE, podríamos distinguir entre 
ellas al menos tres grupos de países: un primer conjunto 
de Estados con a ltos índices de renta per cap ita y un 
buen nivel de estabi lidad macroeconómica (Alemania, 
Francia, Holanda, Dinamarca y Luxemburgo), un se-
gundo grupo de países de similar nivel de desarrollo 
pero con mayores índices de desequilibrio macroeco-
nómico (Reino Unido, Italia y Bélgica) y, finalmente, 
una « periferia comunitaria » con niveles de renta menores 
y mayores Índices de desequilibrio (España, Irlanda, 
Portugal y Grecia). 
La diversidad existente entre los niveles de desa-
rrollo y estabilidad macroeconómica estuvo presente a 
la hora de determinar y cuantificar los índices de conver-
gencia. Los países más desarrollados y equilibrados 
propugnaban posturas « más estabilizadoras» con unos 
índices de convergencia más estrictos, es decir, menores 
niveles de inflación y de tipos de intereses junto a cifras 
más reducidas de déficits y endeudamientos públicos. 
De esta manera estos Estados intentaban evitar que los 
mayores desequilibrios de los países periféricos de la 
Comunidad influyeran sobre sus economías. Por otra 
parte, los países avanzados de la CE, al haber alcanzado 
buenos niveles de equilibrio macroeconómico, no de-
berían realizar políticas de aju~te para obtener las 
condiciones de convergencia propuestas. 
En cambio, los países menos avanzados de la 
Comunidad, al poseer mayores desequilibrios, si desea-
ban alcanzar las condiciones de estabilidad exigidas, 
tendrían que efectuar planes de ajuste que les compor-
tarían importantes niveles de sacrificio económico, al 
limitar a corto plazo sus posibilidades de crecimiento del 
PIB, del empleo y del gasto público. En la redacción del 
Tratado parece que finalmente predominaron las pos-
turasestabilizadoras, lo que implicaba que los países del 
Sur deberían realizar costosos planes de ajuste para 
conseguir los índices de convergencia acordados. 
En tercer término, hemos de considerar que, al 
tener que realizar esos procesos de estabilización econó-
mica en una coyuntura de estancamiento como la 
presente, ello comportará aún mayores costes, puesto 
que la estabilización de las economías reducirá todavía 
más los ya bajos niveles de crecimiento del PIB y del 
empleo. 
Los comentarios anteriores no implican que no se 
reconozca la necesidad de alcanzar un nivel de estabi-
lidad en todos los países comunitarios, a través de la 
consecución de una reducción de los diferenciales de 
precios e interés como medio de obtener la estabilidad 
de los tipos de cambio y facilitar el proceso de unión 
económica y monetaria. Lo que se discute es una cuestión 
de magnitud, de intensidad, es decir, la conveniencia de 
que los índices de convergencia alcancen unos u otros 
niveles. En definitiva, no parece imprescindible que para 
conseguir la estabilidad económica el punto de refe-
rencia tengan que ser los precios y los tipos de interés de 
los tres países con menores cifras, puesto que muy bien 
podría haberse tomado como criterio de convergencia 
los índices de inflación y los tipos de interés medios de 
la CE. En el caso de haber adoptado las citadas cifras 
medias de la Comunidad se hubieran alcanzado niveles 
de estabilidad, pero con un menor esfuerzo en el ajuste, 
permitiendo de esta manera algunos puntos más de 
crecimiento del PIB y del empleo. 
53 
R ELACIONES EXTERIORES DE ESPAÑA 
"No está 
En cuarto lugar quisiéramos referirnos al tema de 
las fin anzas públicas. Si bien, desde el punto de vista 
teórico, resulta lógico y posible relacionar los niveles 
alcanzados por los déficits públicos con la magnitud de 
la inflación y el nive l de los tipos de interés, esta relación 
causal observa variaciones y complejidades que permiten 
discutir la conveniencia de limitar el déficit público en la 
cifra del 3% del PIB. En efecto, debemos recordar que 
los aná lisis teóricos y los estudios empí'ricos rea lizados 
muestran que el nivel de incidencia de un déficit público 
sobre los precios y los tipos de interés depende de la 
cuantía del mismo, del tipo de gasto que financie y de la 
forma como se realice su fin anciación. En consecuencia, 
aunque se acepte la necesidad de limitar las cifras de los 
déficits públicos, para evitar sus influencias inflacionarias 
y su «explosividad », parece excesivo determinar dicha 
limitación en el 3 % del PIB, especialmente en una época 
de estancamiento como la presente, puesto que una 
intensa reducción de los déficits públicos dificultará a 
corto plazo el crecimiento económico y la realización de 
políticas anticíclicas9• 
Por otra pa rte, la reducción intensa de los déficits 
públicos a fecta rá de especia l manera a los pa íses 
menos avanzados de la CE, que tienen fuerte 





ción aLcance a 
cación e infraestructuras y aumentar sus 
prestaciones socia les como medio para 
conseguir impulsar su crecimiento 
y sus índices de bienesta r. 
Natura lmente, la respuesta de 
los pa rtidarios de las posturas 
más estabilizadoras a las objecio-
todos Los países nesanterioresconsistirá en argumentar 
por iguaL " que sólo equilibrando las economías se 
pondrán las bases que permitan el crecimiento 
posterio r de las mismas y, en segundo luga r, 
sostendrán que únicamente consiguiendo un entorno 
macroeconómico fuertemente estable será posible rea li -
zar la UEM. Asimismo, desde estos puntos de vista, se 
indicará que la integración producirá efectos a medio 
plazo que beneficia rán a todos los Estados de la Unión, 
en forma de mayores tasas de crecimiento del PIB y del 
empleo y una mejo ra en los niveles de inflación. El 
debate teórico po lítico está servido. 
El quinto aspecto a comentar hace referencia a la 
distribución de los beneficios económicos generados 
por la Unión Económica y Monetaria entre los diversos 
países y regiones que la confo rman, ya que no está 
ga rantizado, ni teó rica n i emp íricamente, que la 
dinamización generada po r la integración a lcance a 
todos los países comunita rios de manera similar. Esta 
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cuestión nos muestra uno de los puntos débiles de la 
teoría económica de la integración, que si bien es capaz 
de demostrar los beneficios que los procesos de inte-
gración económica y monetaria generan pa ra el conjunto 
de la unión, no es ca paz de determinar cómo se repar-
tirán las ganancias producidas entre los diversos países 
que la conforman. La experiencia europea y los propios 
estudios de la Comisión indica n la presencia de fuerzas 
co ntr a ri as, de modo qu e coex isten tendencias 
concentradoras del crecimiento y la inversión en zonas 
tradiciona lmente más desarro lladas de la CE, que ob-
servan mayor ca pacidad de innovación, mejor forma-
ción de mano de obra, más abundantes y mejo res 
infraestructuras, mejo res servicios a las empresas y 
mayores fuentes de financiación, junto a impulsos 
difusores del crecimiento hacia otros territorios con 
menor nivel de desa rro llo. En cua lquier caso, parecen 
existir fundados argumentos para prever que las tenden-
cias concentradoras predomina rán sobre las difusoras, 
a menos que se realicen abundantes y significativas 
intervenciones reequilibradoras1o• 
Por otra pa rte, si de acuerdo con lo analizado 
anterio rmente parece necesa ria la rea lización en la CE 
de actividades de reequilibrio territorial, las posibilida-
des del presupuesto comunitario son, sin embargo, 
limitadas, puesto que el peso relati vo del mismo es muy 
reducido (1,2% del PIBde la CEen 1992). La limitación 
presupuestaria de la CE respecto a sus posibilidades de 
reequilibrio es un tema importante y signi ficativo. 
Aunque en 1992, con el objetivo de refo rzar dichas 
po líticas, se añadía a los ya tradiciona les «fondos es-
tructura les » europeos una nueva dinámica presupues-
taria comunitaria (el llamado «Paquete Delo rs 11 » 
(Comisión, 1992) que incrementa los recursos comu-
nitarios para el quinquenio 1993-97, aumentando la 
importancia relativa de los fondos estructurales ycreando 
un nuevo «Fondo de Cohesión » que beneficia rá a 
España, Irlanda, Portugal y Grecia, como compensación 
del «esfuerzo de convergencia »), la magnitud que el 
presupuesto de la CE alcanza rá en 1997 -únicamente el 
1,37% del PIB comunitario- continuará resul tando 
insuficiente para abo rdar el tema del reequilibrio entre 
los pa íses y regiones de la Comunidad. 
Las difi cultades ex istentes pa ra conseg uir el 
reequilibrio territorial de la CE pueden observarse con 
mayor cla ridad si efectuamos una comparación con 
Estados Unidos, país que ti ene un as diferencias 
intrarregiona les menores que las comunitarias en un 
40% . Por otro lado, dispone de mayor cantidad de 
recursos para el reequilibrio terri toria l como son el 
fuerte presupuesto federa l y la mayor movilidad geográ-
EL P ROCESO DE INTEGRACIÓN EUROPEA y LA UNiÓN ECONÓMICA y MONETARIA 
fica de los tra ba jado res y los profes ionales. En Europa, 
con mayores divergencias intra rregionales, los medios 
pa ra obtener el reequilibrio son más limitados, puesto 
que el presupuesto comunitario como vimos es escaso y 
la mov ilidad geográ fica de tra bajadores y profesiona les 
es baja por ca usas lingüísticas, culturales y sociales. En 
defi nitiva, en el futu ro próximo se pueden prever 
deseq uili brios terri to ria les signi fica ti vos en el proceso 
de integración eu ropea. Po r todo ello, resulta perento ria 
la neces idad de incrementa r los recursos comunitarios 
como medio pa ra conseguir el reequil ibrio territoria l de 
la CE a l mismo tiempo que fomentar medidas encami -
nadas a impulsa r la movilidad de traba jado res y pro-
fes iona lesen el ámbi to comunitario. Ahora bien, mientras 
no se consiga el crecimiento de los recursos comunita-
rios, existirán moti vaciones suficientes para que, sin 
romper la estabilidad, se amplíen en alguna medida los 
márgenes de autonomía pa ra las políticas naciona les, 
especia lmente pa ra los países menos desa rro llados de la 
CE. 
En sexto lugar, un comenta rio desde el ámbito de 
la Teoría de la Política Económica. El TUE provoca 
ciertas disfunciones puesto que mientras impulsa un 
ava nce sustancia l en el proceso de integración económi-
ca, profundizando en los temas de la Unión Monetaria 
y ampliando el ámbi to de las políticas económicas 
com unes, estos logros no han ido acompañados de un 
desa rro llo simila r en el campo de las instituciones 
político-administrati vas enca rgadas de rea liza r las po-
líticas económicas comunes. Es previsible que en el 
fu tu ro se produzcan desaj ustes entre la necesidad de 
configura r un proceso ágil de toma de decisiones 
púb licas sobre po lítica económica a nivel de la CE y unas 
instituciones po líticas comun ita rias complejas, que di-
fic ulten de (acto la toma de estas decisiones. En defini-
tiva, la fa lta de un desa rro llo político comunita rio puede 
ser una di ficu ltad añadida a la profundización del 
proceso de integración económica . atura lmente las 
di versas posturas mani festadas en torno a los conceptos 
de subsidiariedad y federa lismo, así como la fa lta de 
superación del llamado déficit democrático en la CE se 
ha llan en el o rigen del insuficiente desa rro llo po lítico 
comunita rIO. 
El ava nce en el proceso de unión moneta ria, con la 
determi nación de las medidas a rea liza r, las institucio-
nes comunita rias pa ra supervisa r o rea liza r funciones 
(IM E, Banco Centra l Europeo y SEBe) Y fi na lmente la 
creación del ECU, no ha ido pa rejo a l desa rro llo de los 
aspectos referentes a la Unión Económica. Si bien es 
cierro que en el TUE se incrementan el número y las 
competencias de las políticas comunes de la CEII, sin 
embargo no se definen ni las medidas a desarro lla r en 
cada período, ni las instituciones encargadas de rea lizar-
las. O pinamos que el tema queda en gran medida 
pendiente pa ra un desa rrollo posterio r, siempre que la 
CE sea ca paz de llega r a acuerdos sobre los conceptos de 
subsid ia riedad, federa lismo, etc., una vez aclarado el 
panorama po lítico instituciona l comunitario. 
En el tema social, el TUE signi fica un avance 
respecto a las situaciones anteriores, puesto que incluye 
dentro de las po líticas comunita rias dos nuevos aspec-
tos: la cohesión económica y socia l entre los distintos 
países que fo rman la CE, y las amplias competencias 
sobre Po lítica Socia l (excepto para el Reino Unido) . Pero 
la llamada Europa Social puede queda r en gran medida 
irrea lizada ya que dependerá: del nivel de crecimiento 
del presupuesto comunitario, del desa rro llo de la no r-
mativa legal comunita ria en materia socia l, y de la 
inclusión de todos los países comunitarios en este ám-
bito. En resumen, unión económica, un ión política y 
Europa socia l apa recen como necesidades ineludibles 
del proceso de integración europea. Sin emba rgo, su 
desarro llo hasta el presente ha quedado en gran medida 
pendiente. La fa lta de resolución de estas insuficiencias 
constituye quizás la limitación más grave del T ratado y 
exige soluciones en un futu ro próximo. 
Querríamos, finalmente, rea liza r tres comenta-
rios. Primero, recomendar que se ofrezca a las poblacio-
nes europeas una información veraz sobre el proceso de 
integración, que explique las virtudes y las limitaciones 
del T ratado y también los sacrificios que previsiblemente 
comporta rá el proceso de integración, así como las 
ventajas que posteriormente podrán obtenerse. De no 
actuar de esta manera se haría un flaco favo r a l proyecto 
de construcción europea, ya que el optimismo excesivo 
del presente puede posiblemente transformarse en un 
momento posterior, cuando se observen las d ificultades, 
en pesimismo y rechazo también desmesurados. 
En segundo lugar, debemos constata r que, como 
resul tado del proceso de Unión Monetaria, pero tam-
bién debido a la am pl iación de las políticas comunitarias 
en los campos de la industria, del transpo rte, del medio 
ambiente, la po lítica socia l, y la salud y educación, las 
competencias y el grado de a utonomía de las políticas 
económicas de los diversos Estados naciona les han 
disminuido considera blemente. El hecho anterior im-
plica la necesidad de incrementa r la d imensión europea 
de la po lítica y de la acción social, y consecuentemente 
muestra la necesidad de solucionar el denominado 
déficit democrático de las instituciones europeas. 
Fina lmente, en el momento actua l el nivel alcanza-
do en la interrelación económica entre los países 
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comunitarios en los distintos ámbitos (productivo, fi-
nanciero, de distribución, comercial y de los servicios) es 
tan intenso, que el proceso de integración económica 
proseguiría impulsado únicamente por las fuerzas del 
mercado, aun a pesar de que no se hubieran producido 
acuerdos políticos como el Tratado de la UEM. Es 
dentro de esta dinámica que el TUE, a pesar de sus 
insuficiencias y limitaciones, adquiere su dimensión más 
precisa apareciendo como un instrumento válido, puesto 
que posibilita la incidencia de los poderes públicos -y, a 
través de ellos, de los ciudadanos- sobre las tendencias 
económicas integradoras. 
La economía española y el Mercado Único Eu-
ropeo: la UEM y el programa de convergencia del 
Gobierno español. 
1. La economía española 1985-1991 
Durante el sexenio 1985-90, la economía española 
tuvo un crecimiento realmente intenso en una fase 
expansiva que representaba la superación del largo 
período de crisis de los diez años anteriores. 
Ciertamente, entre 1975 y 1984, la economía 
española padeció un fuerte proceso de crisis eco-
<CEntre 1975 Y 
1984, la 
nómica de características más recesivas que 
las observadas en los países europeos. En 
esta fase, la actividad económica en 
términos del PIB creció únicamen-
te al1 ,65% de promedio anual. economía 
española 
padeció un 
Asimismo, en esta década se 
destruyeron 2.400.000 em-
fuerte proceso pleos, ascendiendo el número de 
parados en 1985 a 2 .978.000, con una 
tasa de paro deI21,9%, la más elevada de 
la CE. Por sectores, podemos caracterizar este 
período como el de la pérdida de tejido industrial 
de crisis" 
y de la construcción, ya que estas ramas redujeron su 
número de empleados en 936.000 y 490.000 
respectivamente,y disminuyeron su participación relati-
va en el PIB desde el 29 % de 1975 al 27,8% en 1985 
para la industria, y del 9,1 % al 6,5% para la construc-
ción. 
Sobre lascausas de la «crisis diferencial española », 
los análisis no son coincidentes. Por parte de algunos 
estudiosos se argumenta el fuerte encarecimiento de los 
costes empresariales (energéticos, laborales, financieros 
y fiscales ) que, en parte, pudieron ser trasladados a los 
precios generando inflación y, en la medida en que no 
pudieron trasladarse, provocaron caídas de los exce-
dentes empresariales y en las tasas de beneficio. En esta 
coyuntura se redujo fuertemente el proceso inversor, 
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que experimentó tasas negativas del -2,5% anual pro-
medio entre 1975 y 1984, generando consecuentemente 
un bajo crecimiento (1,65% anual) e importantes tasas 
de caída del empleo (-2% anual). 
Sin negar la evidencia de los hechos anteriores, a 
nuestro juicio, los orígenes de la «crisis diferencia],' 
española pueden observarse con mayor claridad, si 
tenemos en cuenta que nuestro país padeció a partir de 
1975 tres procesos de crisis simultáneas e interrelacio-
nadas: los efectos de la crisis económica internacional, 
las incertidumbres propias de la crisis del régimen 
franquista, y c) especialmente, la crisis del modelo de 
desarrollo implantado entre 1960 y 1975, basado en 
bajos costes y un mercado interior muy protegido, en el 
que se movían empresas no siempre bien gestionadas y 
preparadas para coyunturas «más exigentes». 
En esta fase de ciclo largo recesivo, se estableció 
una estrategia de política económica aplicada tanto por 
los gobiernos de la extinta UCD como por los gabinetes 
socialistas, centrada fundamentalmente en la modera-
ción salarial, la f1exibilización de los mercados laborales 
y la reducción de las plantillas, junto con políticas 
monetarias de carácter restrictivo. El objetivo final era 
conseguir reducir la inflación y al mismo tiempo posi-
bilitar la recuperación de los excedentes y las tasas de 
beneficio empresariales, de manera que el crecimiento 
de la rentabilidad de las empresas impulsara la inversión 
y la producción y, a medio plazo, el aumento del empleo. 
La política económica anterior permitió una recu-
peración de los excedentes y las tasas de beneficio de las 
empresas a partir de 1987. Los excedentes empresaria-
les en términos netos pasaron de representar el 33.1 % 
de la renta nacional en 1977, al 35,9% en 1985. Dicho 
aumento posibilitó, en un primer momento, reducir el 
grado de endeudamiento de las empresas y, a partir de 
1985, impulsó un fuerte crecimiento de la actividad 
inversora que provocó importantes aumentos del nivel 
de empleo a partir de 1986. En términos de inflación se 
reducirían también los desequilibrios, puesto que de un 
crecimiento del IPC superior al 21 % en 1977 se pasó a 
un aumento del 8,2% en 1985. 
Sin embargo, el proceso de ajuste a la crisis generó 
costes sociales muy elevados: un volumen amplio de 
parados, junto a la pérdida del nivel adquisitivo de los 
trabajadores y la reducción de nuestra capacidad in-
dustrial. En consecuencia, disminuyó la participación 
de los asalariados en la renta nacional, que del 55,2 % en 
1977 pasó a representar únicamente e149,2 % en 1985. 
Por otra parte, la f1exibilización del mercado de trabajo 
impulsó la segmentación del mismo, contribuyendo a 
incrementar las diferenciaciones económicas y sociales 
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entre los trabajadores y a generar la aparición de cierta 
marginalidad laboral por parte de determinados colec-
tivos. 
Sin embargo, y aun a pesar de los muchos cambios 
realizados, la economía española no abordó en pro-
fundidad durante esta década todas las reformas es-
tructurales que los cambios en el entorno internacional 
y nacional demandaban. Nos estamos refiriendo, en 
primer lugar, a la reindustrialización, es decir, la reali-
zación de una política que permitiera recuperar el tejido 
industrial perdido, potenciando nuevos sectores e im-
pulsando el cambio en los métodos de gestión, pro-
ducción, innovación y comercialización. En segundo 
término, hacía falta una reforma del turismo que 
mejorara la calidad y diversificara la oferta turística 
para adaptarla a los cambios que exigía la demanda. En 
tercer término, la reforma del sistema financiero (fo-
mentando el desarrollo de los mercados de capitales, la 
competitividad bancaria y de los seguros, de manera que 
se redujeran los excesivamente altos tipos de interés). En 
cuarto lugar, la reforma de las administraciones públi-
cas para dotarlas de mayor eficacia yevitarduplicidades 
de funciones e insuficiencias económicas, junto a la 
reforma de los servicios públicos (transporte, telecomu-
nicaciones, sanidad, etc.). Por fin, cambios en la for-
mación profesional yen el reciclaje de los trabajadores, 
para adaptar las cualificaciones de oferta de mano de 
obra a las nuevas características de la demanda, además 
de proyectos de mejora de las condiciones laborales y de 
participación de los trabajadores en las empresas. 
También eran necesarios, especialmente, progra-
mas de mejora en diversos ámbitos de la gestión em-
presa ria I que perm itieran eleva r el ni ve I de com peti ti vidad 
de las empresas españolas. En un primer momento, 
muchas de éstas en efecto dedicaron parte de sus exce-
dentes a reducir sus niveles de endeudamiento y a 
disminuir sus plantillas, y posteriormente realizaron 
procesos importantes de renovación tecnológica. Pero 
aún quedaba por efectuar toda una amplia tarea de 
reformas en la gestión empresarial que permitiera elevar 
la competitividad (mejora en los procesos productivos, 
en el diseño y presentación de las mercancías, 
incrementando la diferenciación de productos, la crea-
ción de nuevas estrategias y canales de distribución, 
especialmente en el extranjero, el desarrollo de la in-
novación, etc.). 
En resumen, en nuestra opinión, en la política 
económica desarrollada en los años 1975-84, no se 
consideraron suficientemente las causas estructurales 
de la crisis, por lo que las reformas quese hicieron fueron 
incompletas y se realizaron con retraso. Consecuente-
mente, el ajuste que hubo que aplicar fue más costoso. 
Además, al no llevar a cabo la mayor parte de las 
reformas necesarias, se perdió la ocasión de introducir 
los cambios que hubieran permitido poner la economía 
española en buenas condiciones para enfrentarse al reto 
de nuestra integración en la CE a partir de 1986. 
Una vez superada la fase de crisis, entre los años 
1985 a 1990, nuestra economía observó una época 
claramente expansiva, con fuertes índices de crecimien-
to de la inversión (10,5% anual promedio) y del empleo 
(2,5%),creándose 1.700.000 nuevos puestos de trabajo, 
en su inmensa mayoría contrataciones temporales. 
Ambos fenómenos impulsaron un alta tasa decrecimiento 
del PIB, del 3,8% anual promedio. Las causas de tan 
elevadas tasas de crecimiento pueden atribuirse: al 
significativo aumento de los excedentes empresariales a 
partir de 1984, como consecuencia de la moderación de 
los salarios reales y los altos crecimientos de la produc-
tividad, obtenidos mediante la reducción de las planti-
llas, los intensos procesos de innovación tecnológica y la 
mejora en los métodos de gestión; a la expansiva coyun-
tura internacional que incidió en la economía española 
(no hemos de olvidar que la inversión extranjera llegó a 
representar el 17% del PIB en este período, y que la 
inversión extranjera directa superó el 30% del total 
invertido en algunos de los sectores industriales); a la 
moderación de los precios del petroleo; y al tirón que 
sobre la demanda interna realizó el creciente déficit 
público. 
En este período nuestros equilibrios macroeconó-
micos internos mejoraron en los ámbitos de estabilidad 
de precios (el crecimiento del [PC se redujo del 8,2 % en 
1985 al 5,5% en 1990), de nivel de paro (la tasa pasó 
del 20,8% en 1985 al 15,7% en 1986) y también en el 
área de las finanzas públicas, ya que nuestro déficit 
público, a pesar de seguir siendo elevado, se redujo del 
6,9% del PIB en 1985 al 4% en 1990. Sin embargo, a 
nuestro entender, en el ámbito exterior las cifras no 
fueron positivas debido principalmente a: la progresiva 
integración de la economía española en la CE, proceso 
que puso en evidencia las dificultades que observaban 
nuestras empresas para hacer frente a la competencia 
exterior, el fuerte impulso de las importaciones provo-
cado por el crecimiento del consumo y de la inversión 
empresarial que adquirió equipos y tecnología en el 
exterior, y la falta de ahorro interno para atender las 
necesidades del proceso in versor en las em presas y el alto 
volumen de déficit público. 
En definitiva, fruto de los procesos anteriores, el 
déficit exterior alcanzó volúmenes considerables. El 
déficit comercial, de representar el 2,7% del PIB en 
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"Una vez 
1986, se convirtió en el 6% en 1990. En términos de 
cuenta corriente, el superávit exterior del 1,6% del PIS 
en 1986 se transformó en un déficit del-3,7% en 1990. 
Aunque nuestra balanza básica observó sucesivos sal-
dos positivos y nuestros niveles de reservas alcanzaron 
crecimientos espectaculares (de 16.000 millones de 
dólares en 1986 pasamos a 53.100 millones en 1990), 
como consecuencia de la gran entrada de capitales 
exteriores, los elevados déficits comerciales y de cuenta 
corriente expresaban un desequilibrio significativo y 
mostraban uno de los problemas básicos de nuestra 
economía, la falta de competitividad exterior. 
Durante el período de crecimiento entre 1985 y 
1990, la política económica practicada por el Gobierno 
socialista continuó en líneas generales la estrategia 
diseñada en anteriores épocas, es decir, la preeminencia 
de la política monetaria como medio de control de la 
inflación y del mantenimiento del tipo de cambio de la 
peseta, unida a la política de f1exibilización del mercado 
de trabajo (con la aprobación de la normativa legal de 
1984, que abría paso al desarrollo acelerado de la 
contratación temporal en España) y de moderación 
salarial. Con estas medidas de política económica se 
pretendía generar altas tasas de beneficios que 
propiciaran a su vez la inversión y la creación 
superada la fase 
de empleo. Fruto de dichas políticas la-
borales, los salarios crecieron en tér-
de crisis nuestra minos reales un 0,9% anual pro-
medio y la productividad el economía 
observó una 1,8 % , por lo que la variación de los costes laborales prome-
época 
claramente 
dios en términos reales fue nega-
tiva (-0,9% ). 
expansiva" La política fiscalcontinuóenaumento 
tanto en sus niveles de recaudación, por el 
crecimiento económico, la disminución de las 
bolsas de fraude y la adaptación de la fiscalidad 
española a la comunitaria, como en sus niveles de gasto. 
Sin embargo, y a pesar de que en términos europeos los 
índices del gasto (43,4% del PIB en 1990) y de los 
ingresos públicos (39,4 % ) resultaban aún algo inferiores 
respecto a la media comunitaria, el persistente déficit 
público (4% del PIS) provocaba presiones al alza de los 
tipos de interés y de los precios, a la vez que contribuía 
a impulsar el crecimiento del déficit externo, por lo que 
exigía actuaciones para su resolución. Pero tampoco en 
esta época se realizaron todas las reformas estructurales 
que nuestra economía necesitaba desde los años setenta 
y a las que anteriormente hemos hecho mención, si 
exceptuamos las reformas del mercado laboral y el 
inicio del proceso liberalizador del sector financiero. Se 
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desaprovechaba de esta manera la buena ocasión que 
brindaba la coyuntura expansiva, que hubiera permitido 
efectuar las reformas con menores costos económicos y 
sociales. En definitiva, se había optado por el predomi-
nio de la política monetaria. 
2. El Programa de Convergencia del Gobierno 
Socialista 
Cuando en diciembre de 1991 se acuerda el TUE, 
la economía española había entrado ya en una fase de 
estancamiento con bajo nivel de crecimiento del PIB 
(2,5 % ), de la inversión de capital fijo (1,6% ) y del 
empleo (0,3%). El nivel de inflación continuaba descen-
diendo (5,5%) al igual que la tasa de paro (15,8 % de la 
población activa), mientras que el déficit comercial 
exterior continuaba situado en un alto nivel (6,3% del 
PIS) al igual que el déficit por cuenta corriente (3 % del 
PIB). 
En términos comunitarios nuestro país, con una 
renta per cap ita que alcanzaba el 79 % de la media 
comunitaria, se incluía en el conjunto de países menos 
desarrollados de la CE. A nivel macroeconómico, y a 
pesar de haber reducido los desequilibrios, nuestros 
diferenciales respecto a los de la CE eran significativos: 
la tasa de paro del 15,8 % era superior al promedio 
comunitario (8,8%), el desequilibrio exterior español (-
3% ) -medido a través del déficit por cuenta corriente-
era mayor que el-0,4 % de la CE y el nivel de inflación 
(5,5%) superaba al 4,7% de la Comunidad. También en 
el campo de las finanzas públicas los índices españoles 
de desequilibrio superaban a los comunitarios, puesto 
que el déficit público, -4,4% del PIB, era superior al 
-4,3% de la CE y las tasas de interés a largo plazo 
(12,4%) superaban el1 0,4 % comunitario. Unicamente 
el peso relativo de la deuda pública en España, 45,6 % 
del PIB, se hallaba por debajo del promedio de la CE 
(60,6%). 
En esta coyuntura, el Gobierno presentaba el Plan 
de Convergencia que pretendía ofrecer una estrategia de 
política económica cuyo objetivo principal era conseguir 
un buen ritmo de crecimiento dentro de un «contexto 
estable» que permitiera el cumplimiento de las condi-
ciones de convergencia establecidas en el TUE. El Plan 
preveía un crecimiento del PIB para el período 1992-
1996 del 3,5% -cifra superior al 2,5 % de media co-
munitaria-, mediante un incremento de la inversión de 
capital fijo del 5,1% y un aumento del empleo del 
1,22% , lo que significaba crea r un millón de nuevos 
puestos de trabajo. 
El programa también pretendía reducir los 
desequilibrios internos, disminuir las tasas de paro y el 
déficit exterior por cuenta corriente, hasta que alcanza-
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ran en 1996 los índices del 13,5% y del -2,3% del PIB 
respecti va mente. Se pretendía reducir la inflación hasta 
el 3 % y el déficit público también se vería aminorado 
hasta convertirse en el1 % del PIB en 1996. Por consi-
guiente, en sintonía con los fenómenos anteriores, 
también se verían reducidos los tipos de interés a largo 
plazo . En definitiva, el Plan preveía la reducción si-
multánea de los diferencia les de inflación y tasas de 
interés respecto a las comunita rias y, po r otra pa rte, 
pretendía conseguir que el déficit público y la deuda 
pública se situa ran por deba jo de las exigencias previstas 
en el TUE, con lo que en el año 1996 esta ríamos en 
condiciones de entrar en la tercera fase de la UEM. 
Para conseguir los objetivos anteriores, el Gobier-
no establecía una serie de medidas de políticas econó-
micas instrumentales que, en términos generales, no 
va ria ban excesiva mente respecto a las practicadas hasta 
el presente, y tan sólo añad ían unas limitadas acciones 
de reforma estructural: 
a) El o bjetivo principa l de la política monetaria, 
según el PC, se ría asegura r el mantenimiento de la 
esta bilidad del tipo de cambio de la peseta integrada 
en el SM E, a cuya banda estrecha se incorpora ría antes 
de 1994. En segundo lugar, el Gobierno presentaría al 
Pa rlamento durante el año] 992 un proyecto de ley, por 
el que se otorgaría al Banco de España auton omía pa ra 
la fo rma lización y ejecución de la po lítica moneta ria 12. 
b) En la política fi sca l y presupuesta ria, el Gobier-
no pretendía reducir el déficit público pa ra cumplir una 
de las condiciones de Maastricht y, a su vez, evita r las 
presiones que el desequilibrio de las finanzas públicas 
genera ba sobre los niveles de inflación, los tipos de 
interés y el déficit exterior. La reducción del déficit 
público se pretendía a lcanza r mediante aumentos de 
reca udación conseguidos a través de un mayor creci -
miento económico, mejoras de la gestión tributa ria y en 
la lucha contra el fraude, y a través del contro l del Gasto 
Público, ya que la presión fi sca l individua l se pretendía 
mantener constante en el ni vel alcanzado en 1993. El 
Plan estima ba que los impuestos directos pasa rían de 
representa r ell 0 % del PIB en 1991 a l ]] ,9% en 1996, 
los indirecto del 7,9 % a l 8,5% y las cotizaciones 
socia les del 11,4% al ]2,3%, mientras los ingresos 
financi eros permanecerían situados en el 3,5 % del PIB. 
En conjunto, los ingresos del Estado pasa rían deI32,9% 
del PIB en 1991 hasta alcanza r el 36,2 % en 1996. En el 
a pa rtado de los gastos públicos se preveía estabiliza r el 
gasto de las administraciones centra les (en el 37% del 
PIB) y terri to ria les. 
c) Las medidas a in strumenta r en el apartado 
labo ra l resulta ban las más deta lladas. De hecho, se 
continuaba rea lizando el tipo de actuaciones de po líti-
cas de moderación sala ria l (con aumentos de los sa la rios 
reales menores que los crecimientos de productividad) 
con la intención de mantener las tasas de ganancias 
empresa ria les, a l mismo tiempo que se seguía profun -
dizando en la ya alta fle'xibilización del mercado de 
traba jo, con el o bjeto de elimina r ba rreras a la movilidad 
geográfica y funci ona l (propugnando la eliminación de 
las ordenanzas la bora les) . Po r otra parte, se pretendía 
elevar el interés por la búsqueda de empleo a través de 
la reducción de las prestaciones económicas a los 
desempleados y la vinculación de las prestaciones po r 
desempleo a la realización de cursos de formación. Se 
propugnaba también la refo rma delINEM y la creación 
de un Fondo Socia l para impulsar la form ación profe-
sional, junto a la creación de 60.000 nuevas plazas de 
formación profesiona l pa ra los tra bajado res desemplea-
dos. Fina lmente, siguiendo las recomendaciones del 
Comité de Expertos, se eleva ban de seis meses a un año 
el período mínimo de contratación tempora l. 
d ) En las po líticas estructura les el Gobierno pro-
yecta ba rea liza r medidas de desregulación económica 
en el sector servicios . Entre ellas dive rsas actuaciones 
encamin adas a liberalizar las telecomunicaciones y la 
transparencia en el sector crediticio. El Gobierno se 
comprometía, asimismo, a no aumenta r el tamaño del 
secto r público empresaria l y no incrementar la cana liza-
ción de recursos públicos a las Empresas Públicas. En el 
ámbito de la vivienda se fo mentaba el crecimiento de los 
precios, a través de l aumento de la o ferta de suelo 
urbaniza ble, el impulso de la cana lización del ahorro 
hacia el mercado inmobilia rio y la redacción de una 
nueva ley de arrendamientos urbanos. Fina lmente, se 
promovían mejoras en la gestión de la sanidad pública. 
3. Aná lisis so bre las limitaciones del Programa de 
Convergencia. 
De la lectura del Programa de Convergencia y de 
su confro ntación con los problemas de la economía 
española, se desprende que el documento analizado 
pretende un o bjetivo prio rita rio: el cumplimiento de 
las condiciones de convergencia esta blecidas en el 
TU E. En cambio, el Plan de Convergencia no es un 
programa completo e interrelacionado de medidas 
concretas a aplica r mediante las diversas po líticas 
instrumenta les y secto ri a les dura nte el próx imo 
quinquenio, algo que resulta ba necesa rio si tenemos en 
cuenta la problemática situación en la que se ha llan 
di versos sectores de nuestra economía confrontados a 
una difíc il coyuntura de profundización en el proceso de 
integración europea y de creciente estancamiento eco-
nómico. 
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Ciertamente, en las páginas del Programa de Con-
vergencia no se analizan en profundidad los cinco 
objetivos clásicos de la política económica (crecimiento, 
pleno empleo, estabilidad de precios, distribución de la 
renta y equilibrio exterior), puesto que los análisis 
realizados en este proyecto sobre las causas y soluciones 
para reducir los problemas de la inflación y el paro, así 
como para conseguir aumentar el crecimiento, resultan 
excesivamente genéricos y, en consecuencia, las medi-
das de política económica propugnadas son, a nuestro 
entender, soluciones parciales y excesivamente vagas. 
Por otra parte, el desequilibrio exterior, tan significativo 
en la presente coyuntura, se trata únicamente de manera 
secundaria e insuficiente, y en cuanto al tema de dis-
tribución de la renta simplemente no se menciona. En el 
ámbito de las políticas económicas instrumentales (mo-
netaria, fiscal y presupuestaria, laboral y económica 
exterior) el documento solamente se refiere a determi-
nados tipos de medidas, sin utilizarel amplio abanico de 
instrumentos de política económica disponible. 
Será, sin embargo, en las políticas sectoriales donde 
el Programa de Convergencia muestra mayores caren-
cias. Del largo listado de políticas posibles (industrial, 
construcción y vivienda, turística, servicios fi-
nancieros, infraestructuras, servicios públicos 
"El Plan de y reforma de la administración pública, 
transporte e infraestructuras, reforma 
de las estructuras comerciales inte-Convergencia 




riores y exteriores, formación 
de la mano de obra y del 
empresariado, innovación tec-
nológica y política de mejora de la 
gestión empresarial, etc.),el documento 
únicamente se refiere de forma específica a 
la formación profesional, la gestión sanitaria, 
las telecomunicaciones, las inversiones en 
concretas" 
infraestructuras y la vivienda. El balance en este 
ámbito no puede ser positivo, puesto que se dejan sin 
tratamiento sectores económicos con amplia repercu-
sión en la vida económica del país. La economía espa-
ñola, en cambio, necesitaba un programa completo a 
medio plazo que abarcara todos los objetivos 
macroeconómicos y que actuase, a través de un conjun-
to coordinado de medidas detalladas de políticas econó-
micas instrumentales, sectoriales y estructurales, 
vinculantes para la administración, y que estuvieran 
periodificadas en el tiempo. 
En segundo lugar, debemos observar que el pro-
yecto presentado pretende conseguir en el quinquenio 
1992-1996 un conjunto ambicioso de objetivos, entre 
ellos, el crecimiento del PIB del 3,5% y el aumento del 
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empleo en un millón de ocupados. Las previsiones del 
Gobierno resultan a nuestro parecer excesivamente 
optimistas, puesto que preve un crecimiento del PIB 
para 1992-1996 similar al de la época de expansión 
(1985-1990), mientras que, en la actualidad, nos ha-
llamos en una fase cíclica recesiva. Por otra parte, el 
objetivo de crecimiento interno resulta aún más difícil 
de conseguir si simultáneamente se pretende la reduc-
ción de la inflación y el desequilibrio exterior, lo que 
implica la necesaria disminución de los déficits públicos. 
Ciertamente, las cifras de 1992 ya evidencian el citado 
optimismo del proyecto, pues observan desviaciones 
significativas respecto a las previstas en el Programa de 
Convergencia. Nos tememos que este planteamiento 
optimista obligue a sucesivas revisiones de las cifras y 
medidas previstas, lo que sin duda afectará a la credi-
bilidad del proyecto. 
En tercer lugar, dada la significación política y 
económica del Plan, se debería haber ofrecido mayor 
información sobre el mismo y, a su vez, debería haber 
sido objeto de diálogo y, en la medida de lo posible, 
consensuado entre los interlocutores sociales y políti-
cos, lo que hubiera facilitado su viabilidad política. En 
cualquier caso, tal como fueron adoptadas y realizadas, 
las primeras medidas realizadas del Plan de Convergen-
cia, que afectaron al mercado de trabajo de forma 
directa, no parecían las más convenientes para evitar 
incrementar el clima de conflictividad social. 
En resumen, en un primer nivel de análisis, el 
Programa de Convergencia se presenta como un pro-
yecto con actuaciones excesivamente genéricas, poco 
concreto, con un horizonte demasiado optimista y sin 
analizar, de forma explícita, la conexión existente 
entre las diversas medidas. Suponemos que las caracte-
rísticas anteriormente descritas no responden a una 
falta de análisis y de estrategias de política económica 
por parte del Gobierno, puesto que los análisis y las 
estrategias seguramente habrían sido diseñados previa-
mente a la redacción del plan. Más bien parece que la 
parquedad y simplicidad del Plan de Convergencia se 
ha debido a los condicionamientos propios de una 
coyuntura preelectoral en la que se pretendía evitar 
ofrecer información, datos y concreciones, que pudie-
ran impulsar el debate y la confrontación pública. Sin 
embargo, la economía española y los ciudadanos hu-
bieran agradecido un Plan completo y de mayor con-
creción. 
En un segundo nivel de análisis, trataremos de 
estudiar los diagnósticos que sobre diferentes objetivos 
macroeconómicos realiza el Plan de Convergencia y las 
medidas de política económica que propugna. 
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4.Los precios, la inflación. 
El Plan de Convergencia propone como objetivo la 
reducción del nivel de inflación desde el 5,5% de 1991 
hasta alcanzar el 3% en 1996. De los cuatro posibles 
orígenes que habitualmente se presentan como causas 
de la inflación (abundancia monetaria excesiva, demanda 
agregada, crecimientos de los costes y estructuras 
inflacionarias), el análisis del Plan únicamente hace 
referencias parciales a algunos de ellos, mencionando la 
presión inflacionaria del déficit público y del crecimiento 
de los costes laborales. Finalmente nos habla de la 
necesidad de realizar medidas de liberalización de los 
precios administrados y servicios profesionales. 
Si a continuación analizáramos sucesivamente cada 
uno de los posibles orígenes de la inflación en España, 
observaríamos, en primer lugar, cómo en el ámbito 
monetario el crecimiento de los «activos líquidos en 
manos del público » se ha realizado moderadamente de 
acuerdo con los objetivos previstos. Por tanto, no 
podemos decir que los «excesos monetarios» hayan 
estado en el origen de la inflación (en todo caso pudo 
existir cierto origen monetario de la inflación en los años 
1985-88, en los que no se cumplieron los objetivos 
previstos). 
Desde el punto de vista de la demanda agregada, 
desde 1986 hasta 1989, asistimos a un fuerte crecimien-
to, especialmente en el ámbito inversor, que superó 
ampliamente los ritmos de aumento del PIB, generando 
posiblemente impulsos inflacionarios, especialmente en 
el sector servicios. Sin embargo, a partir del segundo 
semestre de 1989, las medidas de política económica 
restrictiva adoptadas redujeron considerablemente la 
expansión de la demanda, por lo que desde 1990 los 
moderados ritmos de a u mento del consumo y la inversión 
no permiten hallar un origen inflacionario en los excesos 
de demanda. 
En el ámbito de los costes, hemos de constatar una 
moderación en los precios petrolíferos, si exceptuamos 
algún corto período de tiempo. En cuanto a los costes 
laborales, entre 1985 y 1990 los salarios crecieron en 
términos reales, pero lo hicieron moderadamente, con 
incrementos inferiores a los aumentos de productivi-
dad. Consecuentemente, las variaciones de los costes 
laborales unitarios en términos reales fueron negativos, 
con la excepción de 1987, yen términos agregados no 
se observa una presión inflacionaria de los salarios. 
Únicamente en los años 1991 y 1992 se altera la 
tendencia anterior, mediante unos aumentos salariales 
en términos reales superiores a los incrementos de la 
productividad, que bien pudieron provocar presiones 
alcistas en los precios, especialmente en aquellas ramas, 
como los servicios, escasamente sometidos a la compe-
tencia exterior. 
Un crecimiento moderado de los salarios reales, 
con tasas anuales inferiores a los aumentos de produc-
tividad, sería conveniente para evitar tensiones inflacio-
nistas. Entendemos que políticamente es viable siempre 
que las empresas ofrecieran una utilización productiva 
de sus excedentes mediante la reinversión de los mismos 
en innovación tecnológica y comercial, permitieran 
consolidar una progresiva reducción de la jornada que 
posibilitara nuevas contrataciones y, por otra parte, se 
fueran introduciendo mejoras en la participación de los 
trabajadores en las empresas. 
En opinión de diversos estudios, la principal causa 
de nuestra inflación actual, alrededor de unos 4 puntos 
de los 5,4 del presente ejercicio, posiblemente tienen un 
origen «estructura!», es decir, el proceso inflacionario se 
genera por determinadas prácticas o hábitos que pro-
ducen excesivas demandas en ciertos sectores con mer-
cados en los que la competencia es escasa, por hallarse 
regulados administrativamente, o porque de (acto existen 
barreras de entrada a los mismos. A los factores anterio-
res habría que añadir la existencia de instituciones que 
limitan la competencia, así como la realización de 
actividades especulativas, etc. 
Ciertamente, el origen estructural de gran parte de 
la inflación española puede observarse si tenemos en 
cuenta que nuestra economía presenta desde hace cuatro 
ejercicios una inflación dual. Mientras en el período de 
1980-87 los precios industriales y de los servicios ob-
servaron comportamientos similares, desde 1988 los 
precios industriales han moderado mucho su crecimiento 
y en cambio los servicios han mantenido altas tasas de 
incrementos en sus índices de precios. Una primera 
explicación a este hecho diferencial puede hallarse en 
que la productividad que obtuvo la industria fue el doble 
de la observada por los servicios, aunque los salarios 
crecieron en ambos sectores de manera parecida. 
Existe, sin embargo, a nuestro parecer, una segunda 
causa más significativa. Desde hace años, como conse-
cuencia de la apertura de la economía española, los 
precios finales de los bienes industriales se hallan más 
sometidos a la competencia exterior, mientras que, por 
otra parte, los servicios han permanecido en gran me-
dida protegidos frente a la concurrencia exterior. Con-
secuentemente, el sector terciario ha podido presionar 
al alza sus precios, para obtener márgenes adicionales de 
beneficios sin riesgos de pérdida de la cuota de mercado. 
Efectivamente, el sector servicios detenta unas caracte-
rísticas que limitan mucho el nivel de competencia, 
como son disposiciones administrativas o colegiales, 
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mercados muy fragmentados con limitada actividad 
competitiva (hostelería, turismo, servicios de reparacio-
nes de vehículos, ete.), servicios públicos o financieros 
con fuerte poder oligopolístico, ete. 
El fenómeno inflacionario en este sector se halla 
también vinculado a los cambios que se han producido 
en determinados hábitos de los consumidores (incre-
mento del uso del automóvil, comidas fuera de casa, 
acudir a la sanidad privada, etc.). Estas nuevas costum-
bres han generado aumentos en la demanda del sector 
terciario, posibilitando incrementos excesivos en sus 
precios. A los hechos anteriores habría que añadir los 
amplios movimientos especulativos en el campo inmo-
biliario que se produjeron en España en el último 
quinquenio. 
Del análisis anterior se desprende que, aunque las 
medidas propugnadas por el Gobierno sobre el control 
de la demanda, la disminución del déficit público a un 
nivel aceptable (considerando la fase recesiva en que nos 
hallamos) y la moderación salarial (con un nivel de 
crecimiento de los costes salariales ligeramente superior 
o igual al de los precios), puedan parecer adecuadas en 
el momento presente, la reducción de nuestro proceso 
inflacionario exige preferentemente la reforma de 
diversas estructuras económicas y sociales de 




a los cambios 
en los hábitos 
de consumo" 
que los planteamientos del Plan de 
Convergencia nos parecen insufi-
cientes, pues únicamente abor-
dan algunos de estos aspectos. 
A nuestro parecer, las ac-
tuaciones deberían de ser más 
amplias, fomentando la competencia 
de los mercados en el sector terciario, 
reduciendo las disposiciones administrativas 
que la dificultan, disminuyendo la capacidad de 
imponer precios por parte de algunas instituciones, 
haciendo frente a la especulación con medidas econó-
micas y legales (especialmente en un campo tan pri-
mordial como el de la vivienda), e impulsando la pro-
ductividad mediante la innovación tecnológica y la 
mejora en la formación de la mano de obra. Entre otras 
medidas concretas se podrían sugerir: la liberalización 
del mercado financieroy bancario,quepermitiera reducir 
los costes de intermediación y disminuir las tasas de 
interés; el aumento de la competencia en los transportes 
y las telecomunicaciones; el fomento de la competencia 
y la moderación de los precios en el sector de la 
hostelería y el turismo; planes de reestructuración co-
mercial; reforma de la legislación sobre Colegios Pro-
fesionales; y mecanismos de supervisión y fomento de la 
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competencia en talleres de reparación y servicios pro-
fesionales. 
Si tenemos en cuenta que la principal causa 
inflacionaria se halla actualmente en los aspectos es-
tructurales, éstos son los que deberían ser reformardos 
y de esta manera se evitaría forzar soluciones moneta-
rias restrictivas que producirían costes excesivos en los 
ámbitos del crecimiento y el empleo, sin por otra parte 
eliminar las causas inflacionarias de origen estructural. 
5. El empleo, el paro y los salarios. 
El mercado de trabajo en España, C0l110 vimos 
anteriormente, experimentó en el sexenio 1985-90 un 
fuerte desarrollo que ha permitido crear 1.200.000 
puestos de trabajo, especialmente, mediante la contra-
tación temporal, la segmentación de las relaciones la-
borales y la precarización del empleo, elevando las tasas 
de ocupación y actividad (en particular las femeninas) y 
reduciendo las tasa de paro. Sin embargo, en los dos 
últimos ejercicios hemos asistido a un cambio de ten-
dencia, con red ucciones de empleo y nuevos crecimientos 
en los índices de paro. Las proyecciones del Plan de 
Convergencia, en cambio, son más optimistas que las 
realizaciones de 1991 y de 1992, ya que preven la 
creación de un millón de puestos de trabajo para el 
quinquenio 1992-1996. 
Las causas del desempleo resultan generalmente 
complejas de determinar, puesto que el mercado de 
trabajoes un ámbito particular en el que inciden diversas 
variables de índole económico, social y político. Con-
vencionalmente se describen como posibles causas del 
desempleo: los excesivos costes laborales o las rigideces 
del mercado de trabajo que sitúan los salarios por 
encima del nivel que libremente determinarían la oferta 
y la demanda (paro neoclásico), el desempleo por in-
suficiencia de demanda (paro keynesiano), y finalmente, 
a las anteriores, podemos añadir un conjunto de causas 
que provocan disfunciones en el mercado de trabajo, y 
que agruparemos bajo el nombre de «desempleo por 
causas estructurales». Estas podrían serel paro estacional 
provocado por las actividades de temporadas, el des-
empleo producido por la introducción de nuevas tec-
nologías ahorradoras de mano de obra, el paro existente 
por inadecuación de las calificaciones de los trabajadores 
a las nuevas demandas del mercado de trabajo, la 
desocupación generada en el sector industrial o turístico 
por el mantenenimiento de estructuras empresariales 
insuficientes para hacer frente a las nuevas caracterís-
ticas de la demanda o a la competencia exterior, la 
segmentación creciente de los mercados laborales, etc. 
Los análisis tradicionalmente realizados por el 
Gobierno mencionan la necesidad de moderación de los 
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costes la bora les y el aumento en la fl exibilización del 
mercado de tra bajo, como fo rma más eficaz de genera r 
beneficios empresa ria les y, a medio plazo, de aumenta r 
la in versión y el empleo, a la vez que facilita r la 
movilidad de los tra ba jado res. Las a rgumentaciones 
efectuadas en el Pla n de Conve rgencia continúan 
enma rcadas en la línea interpreta tiva anterio r, previen-
do un ma rco futuro en el que los sa larios crecerá n un 
punto po r encima del IPC, con lo que los Costes 
La bo ra les Unita rios serían negativos en términos rea les. 
As imismo, e l documento de l Go biern o pro po ne 
incrementa r la movilipad fun ciona l y geográ fica de los 
tra ba jadores, la reducción de las prestaciones a los 
parados, junto a medidas que faciliten el despido. 
Las actuacio nes a nterio res pretenden tras ladar a 
I~s tra ba jado res a los luga res donde exista la demanda 
y, a l mismo tiempo, incentiva r a los parados a buscar 
nuevas ocupaciones, reduciendo, en conjunto, el nivel 
de ex igencia la bo ral de los tra ba jadores. Se pretende 
conseguir de esta manera que los desocupados presio-
nen a la ba ja los sa larios de los empleados, con mayor 
eficacia que hasta el presente, previendo que con costes 
la bo ra les más reducidos se consegui rá incenti var a los 
empresa rios en la creación de nuevos empleos. Sin 
emba rgo, a juicio de otras líneas interpreta ti vas, estos 
aná lisis resultan insuficientes, puesto que la existencia 
de l pa ro persistente en nuestra economía no se debe 
ta nto a los excesos sa la ria les (que, por otra parte, las 
cifras agregadas no detecta n entre 1985 y 1990, período 
en el que los sa la rios rea les crecieron menos que la 
producti vidad ), sino que encuentra n sus o rígenes en 
diversas ca usas estructura les, que deberían refo rmarse 
si se pretende soluciona r el problema del desempleo: 
a) En primer lugar, hemos hecho referencia al 
vo lumen de po blación excedente que sa le a nua lmente 
del ca mpo y a l paro estaciona l provocado en determina-
das épocas por el cese de las acti vidades relacio nadas 
con el turismo y la agricultura. 
b) En segundo término, en nuestro país, a ún 
actua lmente, existe una ba ja tasa de act ividad femenina, 
por lo que la incorpo ración de la mujer a l mercado 
labo ra l presiona a l a lza los índices de la desocupación. 
c) En terce r luga r, hemos de considerar que la 
incorpo ración a la CE ha producido y provoca rá en el 
futuro ca mbios sectoria les, con movimientos a l a lza y a 
la ba ja entre diversas ra mas de la economía, lo cua l ha 
ex igido y exigirá transvases intersectoria les de mano de 
obra. Al mismo tiempo, las empresas han cambiado sus 
métodos de producción int rod uciendo nuevas tecno lo-
gías q ue demandan nuevas cua li ficaciones a los tra ba-
jado res. Los dos procesos citados han provocado 
a umentos en el número de desocupados, que pa ra su 
reducción exigen mejorar la info rmación sobre la de-
manda de trabajo, facilitar la mov ilidad de los tra baja-
dores, pero especia lmente rea li za r mejo ras en el proceso 
formativo de la mano de o bra. 
En defin itiva , resulta necesa rio llevar a cabo un 
plan amplio de fo rmación profes ional y de rec iclaje de 
los trabajado res, med iante acuerdos entre empresas, 
administración y sindicatos, y a su vez rea lizar una 
profunda reforma del INEM que mejore las posibilidades 
de in fo rmación entre los demandantes y oferentes de 
traba jo (reforma que ya debía ha berse iniciado con 
anterio ridad y sobre la que existen desde hace años 
pla nes concretos que no se lleva ron a efecto) . 
d) En cua rto luga r, el pro blema del desempleo va 
unido a las dificultades que han o bservado muchas 
empresas españo las a l tener que hacer frente a la com-
petencia exterio r tras nuestra integració n en la CE. Una 
pa rte significativa de nuestras empresas ha presentado 
tradiciona lmente d imensiones excesivamente reducidas, 
ha tenido insuficiente ca pacidad de a utofinanciación y 
de innovació n tecnológica, y no siempre ha desarro llado 
métodos de gestión eficientes. Po r otra pa rte, y en 
relación con los procesos de comercia lización, la dife-
renciación y la presentación de los productos no siempre 
fueron los adecuados pa ra sa tisfacer las preferencias del 
consumidor europeo. Las ca racterísticas citadas pro-
vocaron q ue un po rcentaje a preciable de nuestras 
empresas ex perimenta ran serias di ficultades a l encon-
trarseen un ento rno más competiti vo y frente a entidades 
con mayores dimensiones, ca pacidades tecno lógicas y 
fin ancieras, y más acostum bradas a la actuació n en 
mercados exteriores. Aunque ta mbién se rea liza ron 
esfuerzos de modernización ycapita lización en la segunda 
mitad de los ochenta, a lcanzando de esta manera me-
jo res niveles de competitividad, estos continúan siendo 
insuficientes. 
Pa ra la reforma de la pequeña y mediana empresa 
podr ían haberse establecido, ya hace tiempo, planes 
entre la Admi nistración y los interlocutores socia les, que 
hubieran pod ido colaborar en la mejo ra del tejido 
empresa ria l yen su prepa ración pa ra la integración en 
Europa. Sin embargo, en gra n pa rte, la ta rea todavía 
sigue pendiente, po r lo que resulta ría conveniente su 
rea lización a través de pla nes concertados pa ra la 
mejo ra de la fo rmación empresaria l, el asociacionismo 
pa ra el a provisionamiento y la comercializació n de los 
productos, especia lmente en el exterio r, in fo rmación 
sobre cana les de venta a l extran jero, mejoras en la 
capacidad de autofi na nciación (pa ra la que sería im-
prescindible la rea lización de po líticas macroeconómicas 
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adecuadas y la liberalización del sector financiero de 
manera que se redujeran los tipos de interés), e 
intensificación de los procesos de innovación tecnoló-
gica y la diferenciación de los productos y la mejora de 
la calidad. 
e) Un volumen importante del desempleo surgió 
también por el significativo proceso de crisis del sector 
industrial en Europa que se vio profundamente afecta-
do, ante la competencia exterior europea y de los nuevos 
países industrializados, los incrementos de costes de 
finales de los setenta y primeros de los ochenta y la 
debilidad ya mencionada de algunas estructuras em-
presariales. El problema del empleo aparece aquí vin-
culadoa la necesidaddeefectuarcierta reindustrialización 
en nuestra economía que permita sustituir las actividades 
industriales de demanda débil, intensivas en mano de 
obra y que ya se realizan en países menos avanzados que 
el nuestro, por otras industrias de demanda moderada 
o fuerte, más acordes con el grado de desarrollo de 
nuestra economía, y que utilicen más intensivamente 
mano de obra especializada y un nivel tecnológico al que 
seamos capaces de responder. 
En la misma línea argumental deberían realizar-
se reformas en el sector turístico que permitieran 
presentar una oferta de mayor calidad y va-
riación, más adaptada a las nuevas de-
mandas de los consumidores y con 
mejor relación calidad/precio. Los 
pactados que cambios estructurales anterior-
mente indicados contribuirán 
a generar un mayor grado de 
competitividad y, en consecuen-




Esta línea de actuación nos parece más 
adecuada que la simple moderación de los 
costes salariales. 
f) En consonancia con las anteriores argumenta-
ciones, parecería necesario efectuar acuerdos para 
facilitar la movilidad funcional de los trabajadores, 
junto a la mejora de la formación profesional y las 
condiciones de trabajo y de participación de los traba-
jadores en el ámbito empresarial. Todo este conjunto de 
medidas permitiría mejorar la calidad del trabajo y 
aumentar nuestra competitividad. 
Finalmente, debemos considerar que las nuevas 
tecnologías reducen a medio plazo las necesidades de 
mano de obra, por lo que entendemos que el problema 
de la ocupación requiere, entre otras cuestiones, acuer-
dos pactados que introduzcan progresivamente reduc-
ciones en la jornada laboral, con cargo a los incrementos 
de productividad, y que permitan incrementos del em-
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pleo a largo plazo. A pesar de las argumentaciones 
contrarias, éste ha sido el camino que históricamente se 
ha recorrido en el mercado laboral. 
6. El déficit exterior. 
El desequilibrio exterior se ha incrementado de 
forma intensa desde 1986 hasta la actualidad, puesto 
que en términos de cuenta corriente hemos pasado de un 
superávit del 1 ,7% del PIB en 1985 al 3,3% en 1991 y 
3,4% en 1992. La principal causa del desequilibrio de 
las cuentas exteriores se halla en la aceleración que 
experimentó el déficit comercial, que alcanzó el 6,3% 
del PIB en ] 992. 
El Programa de Convergencia pretende reducir el 
déficit por cuenta corriente hasta alcanzar el 2,3 % del 
PIBen ] 996, aunque de persistir las tendencias presentes 
parece difícil que se obtenga el objetivo anterior. El 
proyecto del Gobierno interpreta el desequilibrioexterior 
como fruto del auge experimentado por nuestra demanda 
nacional, especialmente por el intenso proceso inversor 
de nuestras empresas en los años 1986-1990. Este 
provocó que el ahorro nacional no fuera capaz de 
suministrar recursos suficientes para financiarlo y, a la 
vez, satisfacer las necesidades del déficit público, por lo 
que se necesitó atraer capitales exteriores. 
A su vez, se ha mencionado reiteradamente como 
obstáculo que ha dificultado las exportaciones espafio-
las la sobrevaloración de la peseta y el diferencial de 
inflación España-CE, que provocaron apreciaciones del 
tipo de cam bio efecti vo real. A las di ficu Ita des anteriores 
se podrían añadir las pérdidas de incentivos fiscales y 
financieros a la exportación que se produjeron como 
consecuencia de nuestra integración en la CE. En el 
apartado de costes deberíamos mencionar la existencia 
de altos tipos de interés con especial repercusión en las 
empresas españolas que poseen altos grados de 
endeudamiento. Si bien todos los factores mencionados 
influyeron sin duda en que, tras nuestra integración en 
la CE, se produjera un crecimiento de las importaciones 
por encima del aumento experimentado por nuestras 
exportaciones, diversos estudios realizados muestran 
cómo el déficit comercial tiene un origen principal en el 
débil nivel de competitividad de nuestras empresas. 
Ciertamente, distintos analistas han mostrado que 
en la competencia exterior inciden, en mayor medida 
que los costes y los precios, otras cuestiones como la 
diferenciación de productos, la calidad y la imagen de 
marca, los canales comerciales y de distribución, la 
publicidad, la variedad y el diseño de las mercancias, 
variables todas ellas que deben estar presentes en las 
estrategias empresariales. En nuestro país, la escasa 
dimensión tecnológica y financiera de las empresas, 
EL P ROCESO DE INHGRAClÓN EUROPEA y LA U NiÓN ECONÓMICA y M ONETARIA 
unidas al hecho de que sólo un porcentaje limitado de las 
mismas están habituadas a exportar y conocen los 
mercados exteriores, han dificultado la creación de 
canales comerciales en el exterior y la consecución de 
productos adecuados a los mercados comunitarios. 
En segundo lugar, aunque en los últimos años 
nuestro patrón comercial se ha ido progresivamente 
aproximando al europeo, convendría orientar la 
reindustrialización hacia sectores de demanda modera-
da y fuerte, intensivos en mano de obra cualificada y 
tecnología intermedia, en los cuales podemos observar 
determinadas ventajas. 
Si, por otra parte, consideramos que para mante-
ner un buen ritmo de crecimiento necesitaremos obtener 
un gran volumen de importaciones (especialmente en 
bienes de equipo y tecnología), esto nos obliga a 
incrementar nuestras exportaciones, pues en caso con-
trario deberíamos limitar frecuentemente nuestro nivel 
de demanda como medida reequilibradora de nuestras 
cuentas exteriores. Por otra parte, no participamos del 
optimismo del Plan de Convergencia, que no parece 
preocuparse excesivamente del desequilibrio de la ba-
lanza por cuenta corriente, ya que confía en las aporta-
ciones del capital exterior. Las medidas de control de 
demanda, depreciación de la peseta, moderación de los 
costes, limitación del déficit público y de los diferenciales 
de inflación, resultan necesarias pero deberían combi-
narse con actuaciones de política industrial activa, de 
reforma del turismo, de mejora de la calidad, 
comercialización y presentación de nuestros productos 
en el exterior. 
En las líneas anteriores hemos analizado proble-
mas significativos de la economía española, ante la cual 
se abren importantes desafíos. Su solución requiere un 
diálogo político y social por medio del cual el consenso 
permitiría una realización más eficiente de los cambios 
estructurales, en el bien entendido de que convendría no 
aplazar una vez más las mencionadas reformas de las 
estructuras. En cualquier caso, el coste social de las 
mismas y los beneficios que de ellas se derivasen debe-
rían distribuirse entre el conjunto de los grupos sociales, 
para evitar que únicamente algunos soporten el peso 
global de los cambios. 
Notas 
1. « ... Volvamos a 1987. ¿Por qué constituye el 
Acta Única un salto cualitativo? Responde a un objetivo 
claro: facilitar la integración europea reforzando la 
cohesión económica y social y creando un gran mercado 
sin fronteras » ... « Estas eran las tres prioridades: el 
Mercado Interior, el reforzamiento de la cohesión eco-
nómica y social y la estabilidad monetaria ». Discurso de 
Jacques Delors ante el Parlamento Europeo en la pre-
sentación del TUE. 
2. ElIde enero de 1993, la economía española 
había finalizado el proceso de transición previsto en el 
«Tratado de Adhesión » y se integraba plenamente en la 
CE. Por otra parte, en la misma fecha, entraba en vigor 
el Mercado Interior Único en todos los países de la CE, 
acuerdo en el que naturalmente también se integraba 
España. 
J . « ... la Unión tendrá los siguientes objetivos: 
- promover un progreso económico y social equi-
librado y sostenible, principalmente mediante la crea-
ción de un espacio sin fronteras interiores. 
- fortalecer la cohesión económica y social y esta-
blecer una unión económica y monetaria que implicará 
en su momento una moneda única » (TUE, Título C/ 
art.13). 
4. Habríamos de mencionar también que, durante 
los años sesenta y setenta, para facilitar la consecución 
del Mercado Común, la CE fue desarrollando toda una 
serie de políticas comunitarias comunes en diversos 
ámbitos: transporte, competencia, política agrícola, 
política comercial exterior, política regional y determi-
nados asuntos sociales. 
5. Las normativas propuestas hacían referencia a 
diversas materias (supresión de barreras físicas, admi-
nistrativas y técnicas, apertura de mercados públicos, 
circulación de los trabajadores, movimientosdecapitales, 
libre prestación de servicios, propiedad industrial, de-
recho de sociedades y fiscalidad, etc.). 
6. Antes de la segunda fase de realización de la 
Unidad Económica y Monetaria, 
«a) cada Estado miembro aprobará ... programas 
plurianuales designados para garantizar la convergen-
cia duradera que se considera necesaria para la realiza-
ción de la Unidad Económica y Monetaria, en particular 
lo que se refiere a la estabilidad de los precios y la 
solvencia de las finanzas públicas. 
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b) El Consejo, basándose en un informe de la 
Comisión, evaluará los progresos realizados en materia 
de convergencia económica y monetaria, en particu lar 
respecto a la estabilidad de precios y a la solvencia de las 
finanzas públicas, así como el progreso, rea lizado en la 
aplicación de la legislación comunitaria, sobre el merca-
do interio[» (TUE, arto 109. E.2). 
7. Las condiciones de convergencia, establecidas en 
el artículo 109 y en el protocolo sobre «Criterios de 
Convergencia» hacen referencia a: 
1) La estabilidad de precios: la tasa de inflación 
anual no debe exceder en más del 1,5% la de los tres 
Estados miembros con mejores índices de precios. 
2) Convergencia de los tipos de interés: con 
promedio de interés nominal a largo plazo que no supere 
en más de un 2% al de los tres Estados miembros con 
mejor comportamiento en materia de estabilidad de 
precIOs. 
3) Finanzas públicas: el déficit público no superará 
e13% del PIB y el nivel de deuda pública que sea menor 
del 60% del PIB. 
4) Integración en el SME: la divisa del país deberá 
hallarse integrada en la banda estrecha del SME como 
mínimo durante dos años antes del acceso a la tercera 
fase de la UEM, sin haberse devaluado por iniciativa 
propia respecto a la de ningún Estado miembro. 
8. Puede consultarse entre otros: el informe del 
Comité Guigou (1989), el documento presentado al 
Consejo Europeo en 1989 por parte del Gobierno del 
Reino Unido titulado: «Un enfoque evolutivo hacia la 
UEM» (crítico con el Informe Delors), la propuesta del 
Gobierno británico de junio de 1990, el documento de 
la Comisión sobre la UEM de 21 de agosto de 1990, la 
propuesta española y el documento holandés ambos de 
septiembre de 1990, así como diversos análisis del 
Bundesbank sobre el tema. 
9. De hecho algunos acuerdos comunitarios, toma-
dos en los últimos meses sobre formación de un fondo 
de inversión comunitario para reactivar la economía, 
significan un reconocimiento implícito de la necesidad 
de desarrollar medidas anticíclicas en la coyuntura 
actual. Sobre la explosividad del déficit público en 
España por ejemplo, existen posturas diversas. Pueden 
verse: Repullo R. (1987) «Evolución a medio plazo de 
la deuda pública » Papeles de Economía Española; 
Blazquez y Sebastián (1991) Alternative Criteria for Debt 
Stability: an Application to EEC Countries, Universi-
dad Complutense. 
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10. Puede verse: Europa 2000. Perspectivas del 
Territorio de la Comunidad (1992), Comisión de las 
Comunidades Europeas, así como los Informes anuales 
sobre la evolución de las Regiones, CE. 
11 . A las tradicionales políticas comunitarias (PAC, 
transporte, energía e investigación, desarrollo regional, 
competencia y política comercial exterior), el TUE 
agregaba nuevas competencias comunitarias: medio 
ambiente, política de tipo de cambio, armonización 
fiscal, industria, política monetaria y, con determinados 
límites, política laboral y social. 
12. La norma citada ya fue elaborada. 
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Cuadro I Macroeconom(a española 1984-1992 
Previsiones plan 
Variaciones anuales (%) convergencia 
1985 1986 1987 1988 1989 1990 199 1 1992 1992 1996 
PIB 2JO 3.20 5.60 5.20 4.80 3.70 2JO 1.20 3.00 3.50 
Demanda nacional 3.10 5.60 8.10 7.10 7.80 4.70 3.10 1.70 
Inversión fija 4.10 10.10 14.00 14.00 13.80 6.90 1.60 -2.70 3.20 5.40 
Inflación 8.20 8JO 4.60 5.80 6.90 6.50 5.50 5.40 5.80 3.00 
Remuneración asalariados 8.70 9.50 6.70 6.80 6JO 6JO 7.70 8* 6.50 4.00 
Productividad 2.80 2.20 1.20 1.90 1.20 IJO 2.20 2* 2JO 1.70 
Costes Laborales Unitarios reales -2.20 -1.10 0.80 -1 .00 -1 .80 -0.20 0.90 0,7* -1.70 -0.70 
Empleo -0.50 1.40 4.00 3.00 3.50 2.50 OJO -1 .90 0.60 1.80 
Tasa de paro 21.60 21 .20 20.50 19.50 17.30 16JO 16JO 18.20 16JO 13.50 
Déficit cuenta corriente (% PIB) 1.70 1.80 -0.10 -1 .1 0 -2.90 -3.40 -3JO -3.40 -2.90 -2JO 
Balanza Básica (% PIB) 0.80 1.10 3. 10 1.50 -0.20 -OJO 2JO 
Reservas exteriores (M.m.US$) 13.30 16.00 32.00 39.90 44.40 53.10 65.00 50.50 
Distribución de la Renta (% PIB) 
Rentas del Trabajo 49.20 49.50 49.40 49.20 49.40 50.40 50.40 
Excedente Neto 35.90 36.40 37.10 37.50 37.60 36.90 37.00 
Consumo Capital fi jo 13.70 13. 10 12.70 12JO 12.10 11 .90 11.90 
Rentas Públicas 1.20 1.10 0.90 0.90 1.00 0.80 0.70 
Défici t Público (% PIB) 6.90 6.00 3.20 3JO 2.80 4.00 4JO 4.40 
Gastos Públicos (% PIB) 42.60 42.10 41 .00 41.10 42.60 43.40 45.20 45.00 44.50 
Ingresos Públicos (% PIB) 35.70 36.20 37.80 37.80 39.80 39.40 40.80 41.00 43.50 
Dueda Pública (% PIB) 45.20 46.20 46.60 42.90 44.90 44.60 45.60 45.60 45.80 42JO 
ALP** 13.30 12.10 14.60 12.20 10.80 liJO 10.90 7.20 
ALP (Obj. previsto máximo) 14.50 12.50 9.50 11 .00 9.50 9.50 11.00 9.00 
Intereses a largo plazo 11 .60 9.00 12.80 11 .80 13.70 14.70 12.40 11 .90 
· Estlmado •• Activos líquidos en manos del público Fuente: Banco de España. IN E. BBV y elaboración propia 
Cuadro 2 Cumplimiento de los criterios de convergencia 
( 1992) 
Pals Inflac ión Tipos interés SME Déficit Público Deuda Exterior Cumple 
(% del PIB ) (% del PIB) 
España 5.40 11.90 4.80 45.60 
Tres mejores 
Dinamarca 1.40 9.90 + 2.60 71 .60 4 
Francia 2.00 8.70 + 2.80 48.70 5 
Irlanda 2JO 8.90 + 2.20 100.50 4 
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